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CRITERIOS AXIOLÓGICOS DE RESPONSABILIDAD EN EL ARRESTO DE BUQUES 
COMO EJECUCIÓN DE LAS OBLIGACIONES MARÍTIMAS INTERNACIONALES* 
Eliana Saavedra Martínez** 
 
RESUMEN 
 
Las prácticas normativas internacionales de protección de intereses particulares y garantía 
de derechos colectivos integran teóricamente instituciones jurídicas y categorías iusfilosóficas que 
organizan metódica y coercitivamente las sociedades multiculturales del siglo XXI, en la medición 
de comportamientos individuales arbitrariamente contrarios a los procesos de globalización, las 
políticas neoliberales, las ideologías trasnacionales y al Estado de Derecho Neoconstitucional. El 
fundamento axiológico de esta elogiable internacionalización es la responsabilidad de los sujetos 
de derecho en criterios de extraterritorialidad; el conflicto progresivo generado entre la soberanía 
nacional propia del Derecho Internacional Privado y el control coactivo jurisdiccional 
internacional, provoca el análisis específico y metodológicamente limitado de la responsabilidad 
internacional de los sujetos de las obligaciones marítimas.  
 
En estudios valorativos de legalidad, calificando la seguridad jurídica de un ordenamiento, 
resultó conveniente el cuestionamiento de la materialización de esta responsabilidad a través del 
sistema de Arresto de Buques como solución de conflictos comerciales internacionales marítimos. 
Este trabajo contemporáneo de investigación utilizó cualitativamente el método fenomenológico, 
en la apreciación objetiva de la esencia de los fenómenos jurídicos evidentes, y empíricamente el 
método de observación científica respecto a las prescripciones que orientan la materia objeto de 
estudio.  
 
PALABRAS CLAVES 
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Sujetos de Responsabilidad Internacional, Fenomenología.    
                                                          
* Este trabajo es el resultado de la investigación del Diplomado en Contratación Marítima Internacional.  
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ABSTRACT 
 
The international normative practices of protection of particular interests and guarantee of 
collective rights theoretically integrate the juridical institutions and the philosophical categories 
that methodically and coercively organize the multicultural societies of the XXI century, in the 
measurement of individual behaviors arbitrarily contrary to the processes of globalization, 
neoliberal policies, transnational ideologies and the Neoconstitutional Rule of Law. The 
axiological foundation of this commendable internationalization is the responsibility of the 
subjects of law in criteria of extraterritoriality; the progressive conflict generated between the 
national sovereignty proper to Private International Law and the international jurisdictional 
coercive control, provokes the specific and methodologically limited analysis of the international 
responsibility of the subjects of the maritime obligations. 
 
In evaluative studies of legality, qualifying the legal security of an order, it was convenient 
to question the materialization of this responsibility through the Ship Arrest system as a solution 
to maritime international commercial conflicts. This contemporary research work qualitatively 
used the phenomenological method, in the objective assessment of the essence of the obvious legal 
phenomena, and empirically the method of scientific observation with respect to the prescriptions 
that guide the subject matter of study. 
 
KEY WORDS 
 
Arrest of Ships, International Law, Jurisdictional Control, Maritime Obligations, Subjects of 
International Responsibility, Phenomenology.   
 
INTRODUCCIÓN  
 
Como elemento fundante del presente trabajo se parte de la definición necesaria del Arresto de 
Buques, entendida como una forma de compensación, integrada básicamente por tres funciones 
principales, a saber, funciones protectora, jurisdiccional y de garantía.  
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Encontramos en el Arresto de Buques una medida que es tanto preventiva como cautelar, 
comprende en sí misma un mecanismo de seguridad y protección. La medida cautelar en mención 
estará a cargo de la Capitanía Marítima y requiere para su efectividad la inmovilización del buque, 
bien sea en el puerto de arribo o en cualquiera que se encuentre. Su función de “actio in rem”, permite 
conseguir de manera coercitiva la comparecencia del demandado, sumando además, el cumplimiento 
efectivo de la decisión. Para tal efecto, supera el problema que puede significar el no conocer al 
responsable de la actividad, operación, contrato o cualquier otra modalidad, necesario para los fines 
descritos.  
 
La figura del Arresto de Buques se evidencia como el medio eficaz en cuanto a las dificultades 
que presenta la jurisdicción en el ámbito de litigios marítimos internacionales y atiende con ello, como 
carácter prevalente, a los intereses de demandado y demandante, valorados como fuente primigenia 
de la jurisdicción en cuestión; para ello se vale del “forum arresti”, empleado para detención de 
buques. Con esto encuentra la respuesta práctica requerida en la justicia internacional.  
 
Los elementos jurídicos intrínsecos de la Responsabilidad, objetiva o subjetiva, de los sujetos 
asociados a los ordenamientos nacionales particulares, se configuran sistemática y progresivamente a 
través de las múltiples e imperceptibles relaciones sociales suscitadas en escenarios internacionales 
heterogéneos. El sistema armónico de Responsabilidades, transversal en las políticas públicas de 
desarrollo humano, se fundamenta con vehemencia en criterios teleológicos.  
 
En la contratación marítima internacional los sujetos de derecho construyen con actos positivos 
la legislación comercial vinculante a sus actividades, un estudio comparado antiformalista advertirá 
que sus operaciones mercantiles se organizan coactivamente como consecuencia de principios 
universales que proyectan la protección efectiva e inmediata de los derechos particulares.  
 
El conflicto que se exterioriza en este acuerdo solidario se expresa teóricamente en la 
convergencia entre el Principio de Soberanía de las Naciones en el Derecho Internacional Privado y 
el ejercicio inteligible y ejemplar del control coactivo jurisdiccional internacional protagonizado por 
instituciones representativas del consentimiento de la humanidad. El análisis trascendental de este 
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debate se manifestará en el estudio crítico de la responsabilidad internacional de los sujetos de las 
obligaciones marítimas.  
 
El argumento lógico de este propósito como objetivo general se cuestionará con prudencia si 
el sistema de Arresto de Buques materializa la responsabilidad declarada en el marco de solución de 
conflictos comerciales. Para encontrar una conveniente, precisa e irreprensible resolución se analizará 
el estudio contemporáneo realizado por los investigadores Giovanni Vega Barbosa y Alejandra 
Meriño Vera.  
 
El interés académico de esta investigación se interpreta, en contextos axiológicos y 
estructurales, en el objetivo implícito descrito, pretender observar la materialización de la 
responsabilidad internacional de los sujetos de las obligaciones marítimas bajo la Teoría del 
Relativismo Filosófico-Jurídico de Gustav Radbruch.     
 
Se advierte como hipótesis, conforme al resultado de esta investigación, que la aprehensión 
material conseguida con el Arresto de Buques responde positivamente al objetivo previamente 
planteado. Esta medida consigue identificar de manera precisa al directo responsable de la obligación 
frente a los acreedores o el Estado. En su ausencia, el buque garantiza la ejecución coercitiva de la 
obligación marítima, todo ello en el marco de la jurisdicción marítima internacional. 
      
La Metodología para la formulación de este proyecto de investigación se utilizó 
propositivamente, fuera de los marcos teóricos, el Método Cualitativo Fenomenológico, con el noble   
propósito de interpretar los procesos jurídicos y las estructuras sociales a partir de análisis descriptivos 
de los fenómenos evidentes en un mundo conocido; la metodología es, además, reflexiva a partir del 
análisis de la norma. El interés epistemológico de esta útil y apropiada herramienta metodológica es 
la interpretación de los hechos naturales y de las acciones de los sujetos.   
 
En esta instrucción técnica se identificó como unidad de análisis la obligación marítima 
internacional, y como categorías la resolución de créditos marítimos, los conflictos comerciales 
internacionales y la responsabilidad internacional.  
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Como instrumento de recolección de información se empleó la interpretación con objetividad 
del Método cualitativo, empírico, un tanto descriptivo de observación científica, apreciando 
indirectamente la normatividad propia del ordenamiento jurídico internacional, como universo y 
población, y el marco legal de la figura del Arresto de Buques como muestra.  
 
En virtud de los Resultados, el comportamiento contemporáneo de los seres humanos, propio 
del pensamiento de la segunda década del siglo XXI, es producto de procesos simultáneos de 
integración política, económica, cultural, social y jurídica. La interpretación de conductas 
tradicionales o alternativas de la pluralidad de individuos que incorporan misteriosa y naturalmente 
múltiples grupos sociales se orienta por valoraciones ideológicas extraterritoriales en un extenso 
escenario internacional, colectivamente aceptado por voluntad y sin desconocer derechos particulares. 
 
La irrestricta formulación, proyección y construcción, previa discusión, de sistemas jurídicos 
internacionales es la consecuencia inmediata de la declaración pública autoritaria de la voluntad 
política para proteger los intereses de los asociados a los Estados de Derecho y garantizar la 
satisfacción oportuna de sus necesidades sociales básicas.  
 
El reconocimiento impaciente de la imperiosa naturaleza humana provoca con evidente estímulo 
el descubrimiento de otras necesidades sociales, inadvertidas por los razonamientos comunitarios, que 
exigen su ejecución instantánea con ocasión a los modernos y originales procesos de interculturalidad.  
 
La insaciable concupiscencia individual admite progresivamente la posesión ideológica de 
elementos externos, vinculantes en criterios de significación sistemática o estructurada. 
 
Esta innata y temporal ambición de los miembros de los territorios nacionales se representa con 
discrecionalidad en el establecimiento de instituciones jurídicas democráticas y participativas que 
regulan normativamente su comportamiento dinámico, enérgico y presuntamente incontrolable. Las 
estrictas categorías iusfilosóficas instituidas en estos sistemas internacionales de derechos  autorizan 
la contemplación de las personas como “sujetos” de un Derecho Internacional públicamente 
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consentido; declaración independiente a las cargas valorativas de las legislaciones nacionales 
vinculadas voluntaria o coactivamente al mismo. La aceptación de esta nueva disciplina es producto 
de ambiciones circunstanciales.  
 
1. Los sujetos de Navegación  
 
El Derecho Internacional, designado nominalmente en 1789 por el inglés Jeremías Benthan, es 
definido en su acepción genérica como “el conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones 
entre los sujetos internacionales”1, es decir, entre los Estados, entre los Estados con los organismos 
internacionales, entre los órganos de los organismos internacionales entre sí, o entre todos éstos y el 
individuo.  
 
Este Derecho Internacional, o Derecho de Gentes, comprende en su autonomía un proceso de 
creación de la norma jurídica, una función que le es propia, unas formas de adaptación, un ámbito de 
validez, una relación teórico-práctica dualista o monista con el Derecho Interno o Nacional, y una 
política internacional.   
 
La unidad teleológica de este admirable sistema jurídico se divide coherentemente en una 
clasificación tradicional: Derecho Internacional Público y Privado. El primero es el conjunto de 
normas jurídicas que regulan las relaciones entre los sujetos internacionales, mientras que el segundo 
es una rama del primero y tiene por objeto resolver los conflictos ocasionados en una relación jurídica 
debido a elementos extranjeros.  
 
También se diferencian en razón a los sujetos, a las fuentes y a la sanción. El Derecho 
Internacional Público regula las relaciones entre Estados y otros sujetos internacionales, sus 
principales fuentes son los tratados, y resuelve sus conflictos a través de la guerra, de la vía jurídica o 
de medios de solución pacífica de controversias. Por otro lado, en el Derecho Internacional Privado 
                                                          
1 VERGARA MOLANO, Alberto. Derecho Internacional Público. Tercera edición. Bogotá: G&B Graphic Ltda., 2002. 
Pág. 21.  
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los sujetos son personas naturales o jurídicas de distintos Estados, sus fuentes son la doctrina de los 
autores, y sus conflictos se resuelven por intermedio de un juez que determina la ley aplicable al caso2.     
 
En esta dicotomía cuestionable, “la distinción entre tratado y contrato internacional radica en 
el tema del acuerdo”3, general o particular. 
 
Un factor común en esta clasificación clásica de derechos es la determinación de los elementos 
esenciales para ser sujetos. Un sujeto de Derecho Internacional (I) tiene capacidad para reclamar sus 
derechos, (II) posee capacidad para entablar relaciones con otros sujetos reconocidos por el sistema 
jurídico, y (III) tiene derechos y deberes, incurriendo en responsabilidades cuando su conducta sea 
contraria al orden jurídico.   
 
Estos sujetos de Derecho Internacional se clasifican en (I) sujetos de deberes y sujetos de 
derechos, (II) sujetos activos y sujetos pasivos, (III) sujetos permanentes y sujetos transitorios, (IV) 
sujetos originarios y sujetos admitidos con posterioridad, (V) sujetos con autogobierno y sin él, (VI) 
sujetos con diferente capacidad jurídica y capacidad de obrar, (VII) sujetos de Derecho Internacional 
común y de Derecho Internacional particular, y (VIII) sujetos de Derecho Internacional Público y de 
Derecho Internacional Privado4.   
 
El sujeto básico directo del Derecho Internacional es el Estado, reconocido como “una 
comunidad humana, establecida en un territorio determinado, que se gobierna a sí misma, dotada de 
una estructura jurídica funcional, y que mantiene relaciones con otros Estados a nivel 
internacional”5. De esta manera relaciona sus 4 elementos integrantes: un elemento Humano 
(población), un elemento Físico (territorio), un elemento Político (organización), y un elemento de 
Poder (soberanía).   
 
                                                          
2 Ibíd. Pág. 33.  
3 ALJURE SALAME, Antonio. El contrato internacional. Bogotá: Universidad del Rosario, 2012. Pág. 13. 
4 VERGARA MOLANO, Alberto. Op. cit. p. 146. 
5 Ibíd. Pág. 147.  
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Respecto a este último elemento, la Doctrina, fuente de derecho, ha señalado que el concepto 
abstracto y general de soberanía ha cambiado en la evolución histórica y progresiva de la humanidad. 
En la actualidad este concepto no es absoluto e ilimitado, sino restringido y relativo, evitando ser 
incompatible con el Derecho Internacional.      
 
La soberanía es entendida como un poder supremo interno, dentro de sus límites territoriales y 
personales, reflejado en la realización de los fines concretos y en la prevalencia del interés general. 
Revela como características la exclusividad, la plenitud y la inviolabilidad.    
 
En el Derecho Internacional la soberanía tiene tres aspectos fundamentales: (I) Externo, el 
Estado tiene el derecho de determinar libremente sus relaciones con otros sujetos de Derecho 
Internacional, es decir, es independiente; (II) Interno, el Estado tiene el derecho exclusivo para 
establecer los lineamientos jurídicos que lo regulan y sus propias instituciones; y (III) Territorial, el 
Estado ejerce su autoridad sobre individuos y cosas que se encuentran en su territorio, sea suelo, 
subsuelo o espacio aéreo6.  
 
En la práctica internacional de relaciones sociales, políticas y jurídicas entre los sujetos, en un 
amplio margen de acción comunicativa, los conflictos pueden exteriorizarse por causa de numerosas 
diferencias y sucederse gradualmente; los conflictos “pueden presentar múltiples opciones de 
configuración”7. Se pueden configurar cuando el Estado persigue a sectores de la población civil, 
cuando al interior del Estado se apoya a grupos violadores de derechos humanos y la reacción estatal 
es desproporcionada contra ellos, cuando se violan masivamente los derechos humanos en los 
enfrentamientos entre Estados, y cuando los Estados no tienen la capacidad de contener los grupos 
delincuenciales que surgen en su interior y que cometen flagrantes violaciones al Derecho 
Internacional Humanitario, al Derecho Internacional de los Derechos Humanos y a la legislación 
interna.        
 
                                                          
6 Ibíd. Pág. 149.  
7 CORREAL TOVAR, Manuel Alejandro. Debates contemporáneos del Derecho Internacional. Bogotá: Universidad 
Libre, 2013. Pág. 122. 
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Con el propósito de eludir la impunidad de los crímenes que amenazan, ofenden y transgreden 
los derechos particulares y colectivos de los individuos en los sistemas legales nacionales, la justicia 
ordinaria local utiliza un mecanismo complementario y alternativamente eficaz denominado Justicia 
Transicional, una justicia que es “posible, alternativa, subsidiaria, transitoria, excepcional, limitada 
y transformadora de los conflictos de la sociedad”8.   
 
En una dimensión extraterritorial, donde se toleran las prácticas jurídicas del nuevo siglo, la 
figura teórico-procesal que es utilizada con habilidad para proponer fórmulas de arreglo a los 
problemas promovidos por los sujetos del Derecho Internacional, en la habitual realización pragmática 
de actividades económicas y sociales, es la denominada “Competencia Judicial Internacional”.  
 
En este campo teórico de estudio, “la función jurisdiccional es una potestad emanada de la 
soberanía del Estado”9; sin embargo, esta potestad se extiende a situaciones privadas internacionales 
cuyo control obedece a reglas de origen interno con función atributiva, y a reglas de origen 
internacional con función distributiva de competencia. De esta manera los supuestos internacionales 
se dirigen por un conjunto normativo interno, convencional e institucional, integrando el régimen 
jurídico de la Competencia Judicial Internacional.  
En este escenario se contempla la aplicación preferente y gradual de una diversidad de 
regímenes jurídicos institucionales y convencionales sobre las disposiciones locales de los Estados.  
 
El carácter de las normas de Competencia Judicial Internacional es “unilateral”, delimitando el 
ámbito jurisdiccional de los tribunales de un Estado; en este sentido, los textos convencionales se 
ocupan de repartir, distribuir y localizar los términos de competencia. En estos procesos de 
calificación de la acción se incorpora un “criterio de conexión” denominado “foro” o “fuero” de 
competencia, que puede ser de carácter personal, objetivo, funcional o territorial, dependiendo de la 
vinculación de un supuesto de hecho particular con la consecuencia de una norma general.       
 
                                                          
8 Ibíd. Pág. 137.  
9 FERNÁNDEZ ROZAS, José Carlos y SÁNCHEZ LORENZO, Sixto. Derecho Internacional Privado. Novena edición. 
España: Thomson Reuters, 2016. Pág. 57.  
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En el momento en que los fueros de competencia se fundamentan en criterios de conexión 
débiles se observa la oposición de fueros exorbitantes contra fueros normales o apropiados, de fueros 
exclusivos contra fueros concurrentes, de fueros de protección contra fueros neutros o neutrales10.  
 
La jurisprudencia internacional ha descrito la existencia de límites en el Derecho Internacional 
con el ánimo de regular la competencia en materia de Derecho Privado. Estos tres límites referidos en 
sus decisiones judiciales corresponden a (I) la limitación de fueros privilegiados para una de la partes, 
(II) la obligación internacional de garantizar a los extranjeros el acceso a la justicia, y (III) la 
inmunidad, absoluta o relativa, de jurisdicción y ejecución. 
 
A pesar de la ideología materialista permanente en la políticas internacionales democráticas de 
los Estados, asociados en un neocontractualismo, este contexto normativo se problematiza 
radicalmente en el conflicto imprevisible entre la soberanía nacional en el Derecho Internacional 
Privado y el ejercicio autónomo y liberal del control coactivo jurisdiccional institucional, en términos 
de competencia internacional; esta discusión especulativa se resuelve en la conclusión axiomática de 
evaluar la responsabilidad internacional de los sujetos de las obligaciones marítimas. Tal afirmación 
categórica es la proyección teórica y anticipada del problema jurídico de esta investigación.  
De esta formulación discursiva se aprecia la reparación de perjuicios producto de la 
convergencia de relaciones intersubjetivas o interestatales, en la ciencia jurídica se han declarado 
argumentativamente varias formas de “responsabilidad” para los individuos y para los Estados. Ante 
el Derecho Interno, las personas son responsables por su acción y omisión en el ámbito penal, 
administrativo, político, civil; “desde la posición del Derecho Internacional el individuo también es 
responsable internacionalmente por las conductas contenidas en los Tratados Internacionales y en 
las demás fuentes del Derecho Internacional”11.     
 
Un componente de esta responsabilidad individual se reproduce en las consecuencias jurídicas 
de la correlación de obligaciones personales contractuales o consuetudinarias; con especial sentido de 
                                                          
10 Ibíd. Pág. 63.  
11 CORREAL TOVAR, Manuel. Op. cit. p. 240. 
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oportunidad se exhibe en el desarrollo del comercio internacional a través de la Convención de la 
Naciones Unidas de 1980 sobre Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías. 
 
Juicios estrictos y razonables de significación demuestran que “un elemento clave en el orden 
internacional contemporáneo es la constitución de instituciones que le brinden una estructura 
confiable y que estimule la cooperación a los diversos actores de la sociedad internacional”12. El 
Derecho Internacional es una institución que conserva con devoción este propósito.  
 
El desarrollo de este extraño y ambicioso proyecto de investigación encuentra sus límites 
metodológicos y jurídicos en las disposiciones normativas que regulan, directa o indirectamente, las 
operaciones mercantiles internacionales.  
 
Entre estas prescripciones se observa la ley moratoria, el Reglamento (C.E.) Nº 593 de 2008 del 
Parlamento Europeo y del Consejo del 17 de junio de 2008, la Convención de Viena sobre 
Compraventa Internacional de Mercaderías y la Convención Interamericana sobre Ley Aplicable a los 
Contratos Internacionales suscrita en México. En cuanto Tratados Internacionales suscritos por 
Colombia se encuentra el Tratado de Derecho Civil Internacional, Montevideo, 1889; el Tratado de 
Derecho Comercial Internacional, Montevideo, 1889; las Convenciones de Panamá de 1975; la 
Convenciones de Montevideo de 1979; el Reglamento (C.E.) Nº 593 de 2008 del Parlamento Europeo 
y del Consejo del 17 de junio del 2008 sobre la Ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma 
I). 
 
En un extenso marco normativo nacional de referencia se identifican claramente  como 
provisiones legislativas, en razón a la materia, la Ley 397 de 1997, que dicta normas sobre el 
patrimonio cultural, y Ley 1675 de 2013, que regula el Patrimonio Cultural Sumergido; como 
decisiones administrativas, el Decreto 2324 de 1984, que regula las especies náufragas; y como 
providencias judiciales, las sentencias C-191 de 1998, C-474 de 2003 y la C-668 de 2005, que limitan 
la interpretación constitucional. 
                                                          
12 CADENA AFANADOR, Walter René y CUBILLOS GUZMÁN, Germán Alberto. La compraventa internacional de 
mercaderías. Bogotá, Universidad Libre, 2013. Pág. 33.  
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Este curioso proyecto de investigación interdisciplinar se orienta formalmente por dos 
categorías a priori: dimensión y enfoque. La dimensión de este trabajo es “Legalidad”, entendida como 
un principio transversal y superior del ordenamiento normativo positivo que pretende proteger la 
seguridad jurídica del sistema, los preceptos vinculantes de las operaciones institucionales, y las 
múltiples decisiones consientes y democráticas de la sociedad. El enfoque metodológico es el 
“Estructuralismo Jurídico”, escuela del pensamiento que representa al Derecho como un conjunto 
normativo cohesionado y como un sistema integrado de objetos interdependientes. Estas dos 
categorías posibilitarán la expresión de la idea objeto de investigación.  
 
La descripción analítica de fenómenos jurídicos evidentes en el ordenamiento se elaborará a 
partir de la observación rigurosa, prudente y disciplinada de los referentes normativos que regulan el 
comportamiento de los individuos en las relaciones comerciales internacionales, y de las prácticas 
económicas tradicionales que determinan sin ambigüedad aparente la responsabilidad de los sujetos 
del Derecho Internacional.  
 
Para conseguir esta tarea se debe analizar (I) la resolución de conflictos comerciales 
internacionales en la globalización, y (II) la fenomenología de la responsabilidad derivada de la 
obligación marítima.            
2. La resolución de conflictos comerciales internacionales en la globalización  
 
Las sociedades del siglo XXI, calificadas como contemporáneas por los críticos de la 
modernidad, han publicado con orgullo procesos pluriculturales de integración social en beneficio 
exclusivo de los miembros pertenecientes de las colectividades extranjeras emergentes para la 
satisfacción de sus necesidades. La moderna diversidad ideológica exige la reestructuración de 
proyectos políticos en perspectiva comparada con otros sistemas de derechos.  
 
Sobre estas nuevas y originales directrices de gobierno se advierte un cambio de paradigma en 
la apreciación de las filosofías que ordenan las congregaciones comunitarias de intereses. Al interior 
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de las naciones soberanas se configura un Estado de Derecho Constitucional, bajo serios principios 
de legalidad y amatividad, permitiendo la introducción paulatina del “Neo constitucionalismo”.  
 
Según el jurista Rodolfo Luis Vigo, “el neo constitucionalismo propone una filosofía jurídica 
que utiliza en buena medida como banco de prueba o respaldo de su tesis a la misma realidad del 
Estado de Derecho Constitucional (EDC), de modo que termina explicando, avalando y 
auspiciándolo”13.  
 
Los rasgos renovados y distintivos del Estado de Derecho Constitucional se resumen 
esquemáticamente en cuatro: (I) la Constitución se convierte en fuente de derecho, es la fuente de 
fuentes; (II) la Constitución se carga de moral a través de derechos humanos, principios, valores o 
fines; (III) la Constitución se convierte en operativa; y (IV) se crean jueces con la competencia para 
invalidar normas jurídicas en función de que contradicen a la Constitución14.           
 
En este nuevo pensamiento iusfilosófico, los neoconstitucionalistas le reconocen al Derecho 
contenido en derechos humanos, principios o valores; se rehabilita la razón práctica, confiando la 
posibilidad de valorar racionalmente las soluciones jurídicas autoritativas; a la democracia se le exige 
“sustancialidad”; y la soberanía estatal es cuestionada y depositada en la Constitución.  
 
De acuerdo a esta última característica, las Constituciones Nacionales del nuevo siglo se han 
comprometido con confianza a promocionar y limitar la soberanía oficial de su gobierno y a 
restringirla a márgenes de libertad individual, bajo el beneplácito de los programas políticos. El 
neoconstitucionalismo dilata las fronteras certeras de los Estados para garantizar la participación 
activa de los sujetos en el Derecho Internacional, a través de prácticas enérgicas que vinculan sus 
intereses en dinámicas indulgentes.   
 
                                                          
13 VIGO, Rodolfo Luis. Iusnaturalismo y neoconstitucionalismo: coincidencias y diferencias. Bogotá: Universidad Libre, 
2015. Pág. 342. 
14 Ibíd. Pág. 342.   
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Para otros autores, en la fundamentación de las corrientes trasnacionales, “la influencia del 
nuevo constitucionalismo latinoamericano en la constitucionalización del derecho, se constituye en 
una forma de expresión de un pluralismo jurídico propio de la región latinoamericana, la cual se 
encuentra en construcción, cambio y constante transformación”15.   
 
Otro fenómeno de estos procesos de extraterritorialidad, donde los individuos confían la 
protección efectiva de sus derechos y obligaciones a agentes externos o a instituciones extranjeras, es 
la “Globalización”; un proyecto de intercomunicación universal positivo y negativo para el progreso 
de la comunidad internacional.   
 
La globalización manifiesta sin oposición curiosos resultados, en este proceso organizacional 
“los países se han ido reacomodando a la estructura de mercado donde las grandes decisiones se 
toman en centros de poder y los capitales móviles crean y derrumban o siembran el caos en economías 
tradicionales tocadas ahora por esta lógica de depredación y de ganancia rápida”16. 
 
La tendencia globalizante propone innumerables retos dogmáticos que deben ser definidos 
proporcionalmente a la satisfacción integral de las necesidades básicas y superfluas de los miembros 
de las sociedades modernas. Pese a todas las alternativas anunciadas de desarrollo humano sostenible, 
la sugestión ineludible de este proceso censurable es su vocación de alienación materialista sobre 
intereses económicos extraños a la voluntad social.     
 
En la relación aquiescente entre el Estado y la sociedad internacional, se vislumbra 
coetáneamente la armonización y la deslocalización del Derecho en la pronta realización de 
actividades comerciales que resuelven intereses empresariales. En esta situación contraria y 
desfavorable, le corresponde al Estado identificar y compartir los intereses comunes de sus 
                                                          
15 HURTADO CASTRILLÓN, Luisa Fernanda. Influencia del nuevo constitucionalismo latinoamericano en la 
constitucionalización del derecho: una mirada desde el pluralismo jurídico. En: VERA GÓMEZ, Sandra Milena. El 
impacto de la globalización en el derecho constitucional. Bogotá: Universidad Libre, 2017. Pág. 17.  
16 ZULETA CORTÉS, Álvaro. Ética y globalización: los resultados de un mundo en crisis. En: ÁNGEL ÁLVAREZ, 
Jaime A. Aportes para una Filosofía del Sujeto, el Derecho y el Poder. Bogotá: Universidad Libre, 2012. Pág. 20.   
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representados, gestionar la desigualdad en los poderes y mediar entre la diversidad cultural y los 
conflictos de valores.  
 
De la interacción entre el Derecho y las relaciones internacionales se deriva un análisis 
transdisciplinario, en este contexto “la jurisprudencia internacional contemporánea y el derecho 
internacional en general, como ordenamiento jurídico posee muchas aporías, antinomias y 
paradojas, las cuales se deben a la misma dinámica de la globalidad”17. Como consecuencia de esta 
dinámica se descubre una economía fuertemente globalizada frente a una política débilmente 
globalizada, en una generación de globalización jurídica desprovista de sistematicidad, efectividad y 
jerarquización. Ahora, el especial interés del Derecho Internacional es evaluar su relación con 
fenómenos, traducidos en sinónimos, como la “globalización”, la “globalidad” y el “globalismo”18. 
 
Estudiados pacientemente los fenómenos de neoconstitucionalismo y globalización, es 
conveniente para el desarrollo programático de este proyecto de investigación examinar la actividad 
mercantil en la profesionalización de las funciones empresariales dentro de un régimen jurídico 
comercial internacional. 
 
Los sistemas nacionales, coordinados armónicamente sobre principios universales y 
necesidades particulares emergentes, se han propuesto proteger constitucionalmente la iniciativa 
privada, la actividad económica, la libre competencia, la libertad de empresa y la función social de 
sus obligaciones.  Definiendo a la empresa como “toda actividad económica organizada para la 
producción, transformación, circulación, administración o custodia de bienes, o para la prestación 
de servicios”19. 
 
                                                          
17 JIMÉNEZ, William Guillermo. Globalización Jurídica, Estado-Nación y Territorio. Bogotá: Universidad Libre, 2015. 
Pág. 76.     
18 Ibíd. Pág. 76.  
19 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Decreto 410. (27, marzo, 1971). Por el cual se expide el Código de 
Comercio. Bogotá, Colombia: Editorial Legis, 2016. Art. 25.    
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Considerando la descripción anterior, en relación a los atributos propios de la empresa, Jairo 
Medina Vergara expone que una “actividad supone una serie de actos (negocios) coordinados que 
tienen una finalidad común, una proyección de futuro, una continuidad, un devenir jurídico”20.  
 
Además de ser una actividad, la empresa es el resultado del conjunto cohesionado de 
establecimiento de comercio, de trabajo y de organización del empresario. 
 
De los presupuestos anteriores desciende la responsabilidad de los individuos vinculados a los 
actos de comercio publicados por medio de la empresa. En la responsabilidad comercial, “en el ilícito 
que da lugar a la sanción, la culpa es un elemento estructural, aunque en algunos casos específicos 
se prescinde de este elemento subjetivo para darle importancia a la responsabilidad por resultado u 
objetiva”21. 
 
Otras características de este arquetipo exclusivo responsabilidad son la esencial necesidad de 
restituir o compensar, la intencionalidad de los actos ilícitos, la no exigencia de violación del orden 
público, la legitimación correspondiente a la persona afectada o a quien tenga interés legítimo 
derivado de la vinculación con esta, la respuesta jurídica expresada como composición o 
compensación, y la recuperación del equilibrio perdido entre las partes.  
 
En el ejercicio de las diversas relaciones comerciales, simplificadas en intereses individuales 
que promueven exponencialmente el capital de cualquier actividad económica organizada, se deben 
valorar irrestrictamente las capacidades físicas, psicológicas e intelectuales de los sujetos que integran 
el sistema, calificando indirecta y abiertamente las condiciones temporomodales que facilitan el 
acceso al bienestar individual, social y económico.  
 
                                                          
20 MEDINA VERGARA, Jairo. La Empresa Mercantil. En: PÉREZ QUIMBAYA, Libia Patricia. Escritos de Derecho 
Privado Colombiano. Bogotá: Universidad Libre, 2016. Pág. 107.     
21 MEDINA VERGARA, Jairo. Responsabilidad Comercial. De las sociedades y de sus vinculados. Bogotá: Editorial 
Temis S.A., 2015. Pág. 3.  
18 
 
Sobre estos ideales, la doctrina ha señalado que “el término competitividad no sólo está referido 
al sector empresarial privado y público, sino también al individuo, al establecer cómo una persona 
puede ser competente y productiva, si su cuerpo padece el cansancio propio del estrés o por no haber 
podido resolver un problema de cualquier orden”22. 
 
En temas de competitividad empresarial u organizacional, la “Conciliación en Derecho”, en 
donde un tercero neutral ayuda a las partes a resolver sus controversias, y el “Arbitraje”, en donde un 
tribunal decide sobre las pretensiones controvertidas por medio de un laudo, son los mecanismos más 
utilizados en resolución de conflictos particulares.   
 
Estimando estructuralmente la coherencia entre los postulados mencionados, y valorando la 
conexión intrínseca existente entre las soluciones, las superaciones y las continuidades dialécticas de 
estos referentes teóricos, se logra identificar una idea fundamental e irreprensible que recrea de 
originalidad e innovación este proyecto de investigación. Tal idea relaciona gramatical y 
teleológicamente la responsabilidad comercial individual, la actividad económica privada y el proceso 
de globalización, en la proposición prescriptiva del Arresto de Buques como solución de conflictos 
internacionales.  
 
Con base en lo anterior, se consigue formular metodológicamente la siguiente pregunta de 
investigación: ¿De qué manera el sistema jurídico de Arresto de Buques materializa la 
responsabilidad internacional de los sujetos de las obligaciones marítimas en la solución de conflictos 
comerciales?  
 
Un razonamiento teórico transmutado al propósito de este paciente proyecto, procurando 
solucionar el cuestionamiento anterior, es el estudio contemporáneo de los investigadores Giovanni 
Vega Barbosa y Alejandra Meriño Vera, con ocasión a las controversias suscitadas entre las 
jurisdicciones nacionales en escenarios internacionales, denominado “El arresto de buques en la 
                                                          
22 GORDILLO VIDALES, César David. Justicia y Competitividad. En: PÉREZ QUIMBAYA, Libia Patricia. Escritos de 
Derecho Privado Colombiano. Bogotá: Universidad Libre, 2016. Pág. 269.    
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resolución de conflictos comerciales internacionales marítimos: aproximación teórica a los problemas 
jurídicos derivados del proceso de calificación del “arresto” del buque”. 
 
Esta investigación se propone describir las categorías interpretativas problémicas del Derecho 
Internacional, limitando su objeto de estudio a la figura jurídica del Arresto de Buques como un 
elemento inherente a la ejecución de los créditos marítimos, y la constitución consecuente de fuentes 
dinámicas de problemas jurídicos en el litigio comercial internacional marítimo.  
 
Históricamente, el Arresto de Buques fue considerado un instrumento útil al comercio 
internacional por ejecutar reclamaciones a través del aseguramiento del buque como activo, 
reconociéndolo como una forma de compensación. Al Arresto se le atribuyeron tres funciones 
principales: (I) una función protectora, (II) una función jurisdiccional (forum arresti), y (III) una 
función de garantía23. 
 
En la actualidad, el Arresto de Buques es al mismo tiempo una medida preventiva y cautelar, un 
mecanismo de protección y seguridad y una institución propia del Derecho Comercial. 
Metodológicamente, se puede estudiar a través de dos enfoques del Derecho Internacional Privado: el 
substancialismo y el conflictualismo, resaltando las dificultades prácticas derivadas 
fundamentalmente de la inexistencia de uniformidad decisional en el entendimiento público y 
colectivo de esta institución jurídica.  
 
Las soluciones a estas dificultades se estructuran inequívocamente mediante la calificación y 
las herramientas exógenas al Derecho Internacional Privado propias del Derecho Público. La 
“calificación”, o “caracterización”, se dedica a definir el campo del Derecho al cual pertenece una 
situación jurídica concreta, identifica “una situación o acción específica en la categoría legal 
correcta”24. 
                                                          
23 VEGA BARBOSA, Giovanni y MERIÑO VERA, Alejandra. El arresto de buques en la resolución de conflictos 
comerciales internacionales marítimos: aproximación teórica a los problemas jurídicos derivados del proceso de 
calificación del “arresto” del buque. En: GARCÍA MATAMOROS, Laura Victoria y ALJURE SALAME, Antonio 
Agustín. Estudios contemporáneos del derecho internacional privado. Bogotá: Universidad del Rosario, 2016. Pág. 380.  
24 Ibíd. Pág. 393.  
20 
 
 
El proceso de calificación es propio del razonamiento legal y judicial, el problema se presenta 
cuando existe unidad de contenido en las disposiciones legales de los ordenamientos jurídicos, 
vinculados, pero el asunto específico no se califica de la misma forma en todos los Estados. De este 
conflicto conceptual y desarticulado nace la necesidad de concertar las ideas jurídicas yuxtapuestas 
en un esfuerzo mancomunado de las Naciones para alcanzar la coordinación y la armonía de la 
sociedad internacional.  
 
Dentro de las funciones del Arresto de Buques, la “actio in rem”, en la teoría procedimental, es 
una medida dedicada a conseguir la comparecencia coercitiva del demandado, y un mecanismo de 
cumplimiento efectivo del contenido de un decisión; esta figura, distante de una jurisdicción “in 
personam”, supera las dificultades prácticas de un litigio en el momento de desconocer al responsable 
de una actividad, contrato u operación, es un medio materialmente útil para un fin. 
 
En el Derecho Internacional Privado, la determinación especial de la jurisdicción competente 
radica en la identificación de las conexiones sustanciales existentes entre el fuero y el litigio; en litigios 
marítimos internacionales se evidencian con frecuencia problemas de jurisdicción. Los intereses del 
demandado y del demandante deben ser la fuente de la jurisdicción, el “forum arresti”, utilizado para 
facilitar la detención de buques respecto a los límites de las jurisdicciones territoriales, es la 
herramienta eficaz para solucionar los problemas prácticos de la administración de justicia 
internacional.  
 
La integración del Derecho Público en este escenario se sintetiza en la sincronía de las 
jurisdicciones concurrentes y en el beneficio de la jurisdicción más próxima, como principios y valores 
universales que organizan la autonomía privada y excluyente del regionalismo cultural, 
comprendiendo oportunamente que “la jurisdicción judicial deriva de la jurisdicción para legislar y 
por lo tanto, de la soberanía del Estado”25. 
 
                                                          
25 Ibíd. Pág. 392.  
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Nuevamente el elemento axiológico de la soberanía estatal estructura la técnica social del 
ordenamiento jurídico de una nación independiente, en correspondencia recíproca y cohesionada con 
los sistemas trasnacionales de derechos que imponen humanitariamente meritorias directrices 
hermenéuticas vinculantes, propias del acuerdo de voluntades. La institución del Arresto de Buques 
explora y personifica, en aprehensiones materiales de objetos, la responsabilidad internacional de los 
sujetos de las obligaciones marítimas.                 
 
3. Fenomenología de la responsabilidad derivada de la obligación marítima   
 
Para cumplir satisfactoriamente el loable propósito de regular el comportamiento de los sujetos 
de la navegación y de las obligaciones marítimas, juzgando su inescrutable y enigmática 
responsabilidad en un amplio margen de libertad, conviene ahora analizar a profundidad el proyecto 
de investigación expuesto bajo la metodología cualitativa de estudio fenomenológico de la realidad 
jurídica.  
 
En el pensamiento existencialista del siglo XIX, Kierkegaard (1813-1855) proporcionó las 
instituciones teóricas que orientaron su reflexión, mientras Edmund Husserl (1859-1938) elaboró un 
método filosófico que exhibía el camino para cambiar las vivencias individuales. Según Husserl, “la 
fenomenología es, sobre todo, un método para llegar a captar la esencia de los fenómenos, pero 
también una forma de ver y entender la realidad”26.   
 
El método fenomenológico de Husserl, que influyó en una gran cantidad de pensadores no 
existencialistas del siglo XX, exige concentrarse en los fenómenos de la realidad, es decir, en aquello 
que se nos presenta, que nos viene dado. Para poder captar su esencia es indispensable la suspensión 
del juicio ante los fenómenos de la consciencia, evitando deliberadamente las ideas preconcebidas.     
 
El método fenomenológico, método de estudio de la Gnoseología, encuentra su límite categórico 
en las posturas que no se resuelven a través de procesos sensitivos e intelectuales propios de la 
                                                          
26 VALLMAJÓ RIERA, Lorenzo. Historia de la Filosofía. Bachillerato. Barcelona: Editorial Edebé, 2003. Pág. 353.  
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correlación dialéctica entre un sujeto y un objeto. Estos límites racionales son denominados 
“Problemas Gnoseológicos”, y son cinco: la posibilidad del conocimiento, el origen del conocimiento, 
la esencia del conocimiento, las clases de conocimiento y los estados de la mente con respecto a la 
verdad; cada uno con sus posturas filosóficas particulares.  
 
En relación abstracta con este método, el “fenomenalismo”, además de ser una solución 
metafísica de la esencia del conocimiento, es una teoría kantiana que afirma que “no conocemos las 
cosas tal como son en sí mismas, sino como aparecen ante nosotros”27. La utilidad de este 
pensamiento sobresaliente, producto de un intento de conciliación entre el realismo y el idealismo, se 
concentra en enseñar que solo se puede conocer “que” las coas son, pero no “lo que” son.   
 
En el Derecho, reconocido como ciencia, esta percepción de fenómenos jurídicos evidentes se 
representa analíticamente en la filosofía del lenguaje. Para la doctrina, “el modelo estándar en la 
literatura pragmática se enfoca en las conversaciones cotidianas, en las cuales las partes suponen 
participar en un intercambio cooperativo de información”28, por ello, el contexto jurídico ofrece un 
discurso de carácter estratégico.  
 
Para el desarrollo circunstancial de este proyecto de investigación, resulta preciso referenciar y 
verificar esquemáticamente los contenidos programáticos típicos de la Contratación Marítima 
Internacional. Para ello, se atienden las instrucciones técnicas, normativas e interdisciplinares del 
profesor José Luis Gabaldón García.       
 
En el Derecho Internacional Privado, la navegación obtiene inevitablemente, de forma 
profesional y organizada, ganancia económica a los sujetos involucrados. El vehículo o instrumento 
técnico de la navegación es el “buque” mercante o pesquero, y el sujeto principal es el armador o 
empresario de la navegación.  
                                                          
27 HESSEN, Johannes. Teoría del conocimiento. 17ª edición. Bogotá: Editorial Panamericana, 2013. Pág. 78.  
28 MAMOR, Andréi. La pragmática del lenguaje del Derecho: ¿puede implicar el Derecho más de lo que textualmente 
dice? En: CANALE, Damiano y TUZET, Giovanni. Derecho, Interpretación y Convencionalismo. Bogotá: Universidad 
Libre, 2014. Pág. 25.  
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El armador es identificado sin dificultad como la persona que posee un buque y lo dedica a la 
navegación marítima en el ejercicio de una empresa. En las formas organizativas de propiedad del 
buque se obtienen las siguientes: (I) la Propiedad Individual, en donde el propietario responde con 
todo su patrimonio; (II) el Condominio Naval, caracterizado porque la responsabilidad de los 
condueños es mancomunada y proporcional a la entidad de las cuotas; (III) las Sociedades Armadoras, 
divididas habitualmente en Sociedades por Acciones o Sociedades Anónimas y en Sociedades de 
Responsabilidad Limitada, en donde los socios limitan su responsabilidad; (IV) los Grupos de 
Sociedades; y (V) las calificadas Corporaciones Internacionales de Negocios. 
 
Esta última modalidad de constitución de sociedades se caracteriza por su virtual e instantánea 
institución en los países especializados en las actividades off-shore, por la prohibición de realizar 
negocios en el país de su nacionalidad, y por su obligación de presentar cuentas anuales ante las 
autoridades del país de constitución. Además, estas agrupaciones son referenciadas por su vocación 
contingente de encubrir sociedades armadoras involucradas en actividades terroristas o delictivas29.             
 
La regulación normativa se extiende a la publicidad registral del armador, al gestor naval, al 
agente marítimo, al corredor marítimo, a la gente de mar, a la dotación de los buques, al régimen 
laboral internacional del trabajo marítimo, a la inspección y certificación de las condiciones del trabajo 
marítimo, y al Capitán del buque.  
 
En este régimen jurídico, “el buque es el vehículo con que se realiza la navegación, de modo 
que todas las relaciones y situaciones del Derecho marítimo acaban, de uno u otro modo, incidiendo 
sobre él”30. El concepto de buque contempla cuatro requisitos: la flotabilidad (sea o no en superficie), 
los medios de propulsión y de gobierno, la capacidad de transportar por el agua personas o cosas, y la 
cubierta, tamaño y solidez suficiente para la navegación de altura. En últimas, un buque es un barco 
                                                          
29 GABALDÓN GARCÍA, José Luis. Contratación Marítima Internacional. Bogotá: Universidad Libre, 2017. Módulo 1. 
Pág. 15.   
30 Ibíd. Módulo 2. Pág. 2.  
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o embarcación, sin embargo, esta noción no es uniforme en el Derecho Internacional ni en las distintas 
legislaciones internas.  
 
En su naturaleza jurídica, el buque es un bien mueble registrable, una cosa compuesta por partes 
constitutivas y pertenencias, valorada económicamente y susceptible de apropiación. Se identifica por 
su domicilio, su nombre, su número internacional y su número OMI.  
 
El estatuto jurídico del buque regula su nacionalidad, los buques del Estado, la relación entre el 
buque y su Estado de pabellón, los registros nacionales, el cambio temporal de pabellón, la propiedad 
del buque y sus modos de adquisición, los contratos de construcción y compraventa de buques, el 
derecho de retención, la hipoteca naval, y los créditos marítimos privilegiados; estos últimos 
reconocidos como derechos reales de garantía sobre el buque.  
 
El Crédito Marítimo Privilegiado es un “crédito nacido con ocasión de la navegación marítima 
y garantizado con privilegio”31, tal privilegio se expresa como la prerrogativa concedida por la ley a 
determinados créditos marítimos, por medio de la cual su titular tiene la triple facultad de persecución, 
realización y preferencia en la venta judicial del buque respecto del cual surgió el crédito.  
 
Los créditos marítimos privilegiados son: los marítimo-laborales, los créditos nacidos por daños 
personales, los créditos por recompensa de salvamento del buque, los derechos de puerto y practicaje, 
y los daños materiales extracontractuales. Estos créditos privilegiados, susceptibles de extinción, 
representan seis características: (I) origen legal, (II) especialidad, (III) accesoriedad e indivisibilidad, 
(IV) realización, (V) derecho de persecución o “reipersecutoriedad”, y (VI) preferencia.  
 
Por último, el sistema normativo de la Contratación Marítima Internacional prescribe, disciplina 
y legitima (I) el contrato de transporte marítimo internacional de mercancías, a través de la carta de 
porte y el conocimiento de embarque; (II) el contrato de fletamento por viaje, en donde el armador o 
fletante se compromete a poner un buque a disposición del fletador y a transportar en él las mercancías 
                                                          
31 Ibíd. Módulo 2. Pág. 55.  
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pactadas en un viaje marítimo a cambio del pago de un flete; (IV) el contrato de fletamento por tiempo, 
en virtud del cual un armador o fletante pone un buque a disposición de un fletador durante cierto 
tiempo a cambio del pago de un flete; y (V) el contrato de arrendamiento del buque.  
 
De la descripción temática y normativa anterior, expresada en términos jurídicos y fácticos, se 
pueden recepcionar diversos fenómenos susceptibles de valoraciones categóricas y apreciaciones 
subjetivas. El interés de esta investigación se resuelve en solucionar la pregunta formulada con 
premeditación y proyectar con objetividad soluciones concluyentes que liberen el conflicto 
permanente en el problema jurídico; para alcanzar este objetivo se advierte la intranquila necesidad 
de articular propositivamente una nueva Teoría Jurídica, coherente con el objeto planteado, que 
facilite la comprensión de los resultados adquiridos.      
             
En la dicotomía entre el principio de la soberanía nacional y el control coactivo jurisdiccional 
internacional, se debe evaluar la perseverancia ideológica de la Axiología Jurídica en relación 
diferencial con la Teoría del “Relativismo de los Valores” propuesta por Gustav Radbruch.  
 
Como campo teórico de estudio, la Axiología Jurídica es una disciplina específica del Derecho 
que se ocupa con entusiasmo y dedicación al problema de los valores jurídicos, que son en la práctica 
los fines o finalidades de los ordenamientos. Etimológicamente, la axiología es el “Tratado de los 
Valores”, un estudio social e intelectual que deduce la aplicación correcta de los mismos en términos 
deontológicos.     
 
Ahora, el relativismo filosófico-jurídico de Gustav Radbruch parte de la tesis de que “el 
contenido material del derecho justo depende de una situación social determinada y de un sistema de 
valores concretos”32, y como éstos son ilimitados es imposible decidir que una situación sea más, 
menos o igualmente justa que las demás. Será la conciencia individual la que elija en cada caso lo que 
                                                          
32 MARTÍNEZ BRETONES, Virginia. Gustav Radbruch y el relativismo en la Filosofía del Derecho. En: DUARTE 
CUADROS, Rubén Alberto. Perspectivas de la Filosofía del Derecho y las Teorías Jurídicas Contemporáneas. Bogotá: 
Universidad Libre, 2011. Pág. 129.  
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considera más justo, implicando una renuncia a la razón teórica para incluir generosamente a la razón 
práctica. 
 
El relativismo radbruchiano desemboca en el positivismo y en el liberalismo, exige un Derecho 
Penal especial para los delincuentes por convicción, conduce al Estado de Derecho y a la separación 
de poderes, reclama un Estado democrático, desemboca en el socialismo, y es la tolerancia general, 
sola que no es tolerancia frente a la intolerancia33.  
 
En su obra, Rad Bruch expone el problema que plantea el relativismo en la refutación insistente 
de la tesis de la existencia de una idea clara, reconocible y comparable del Derecho Justo, “debido a 
que los valores, al ser preceptos del deber ser, no son susceptibles de conocimiento o fundamentación 
científica. Por ello, ni la ciencia, ni finalmente la filosofía pueden llegar a establecer qué valor debe 
prevalecer sobre otro”34. La concepción iusfilosófica de Radbruch debe ser entendida como una 
consideración valorativa del Derecho, en la Teoría del Derecho Justo; a través de la cual se precisa la 
justicia de un juicio valorativo únicamente en relación con otro juicio de valor determinado o superior, 
dentro de los límites concretos del propio valor y del mundo percibido.  
 
Para este autor, “la filosofía del Derecho, trata, por tanto, de los valores y las metas del 
Derecho, de la idea del Derecho y del Derecho ideal, encontrando su complemento en la política 
jurídica, la cual versa sobre las posibilidades de convertir ese derecho ideal en realidad”35.  
 
El Derecho, considerado como una obra humana construida a priori, sólo puede ser entendido a 
través de su idea. Por ello, este concepto de carácter cultural debe contemplar el valor y derivarse de 
él.   
 
                                                          
33 Ibíd. Pág. 133.  
34 RODRÍGUEZ GÓMEZ, Edgardo. La idea del Derecho en la filosofía jurídica de Gustav Radbruch. Nº 6. España: 
Universitas: revista de filosofía, derecho y política, 2007. Págs. 29-56. ISSN-e 1698-7950.  Pág. 37.  
35 Ibíd. Pág. 37.  
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La idea del Derecho es válida para una materia, es adecuada para ésta; y a su vez, la materia 
dominada actúa sobre la idea, dando lugar a la “determinabilidad material de la idea”, que implica 
una relación recíproca donde la idea está determinada por la materia, en tanto que resulta determinante 
para la misma36.  
 
Los elementos que construyen la idea del Derecho, que están en la misma situación, son la 
Justicia, la Finalidad y la Seguridad Jurídica. Éstos son reconocidos como las “Exigencias del 
Derecho”, condiciones necesarias para que se conceptualice y se concrete esta idea universal.     
 
La Justicia se fundamenta en la igualdad, es por naturaleza solución de conflictos; la Finalidad 
se refiere al fin en el Derecho como una idea del fin, a lo que éste debe ser, y por ello su problema 
desemboca en el relativismo y en la imposibilidad de definir al Derecho Justo; y la Seguridad Jurídica 
es la seguridad del Derecho mismo, entendida a partir de cuatro condiciones: (I) que el Derecho sea 
positivo, (II) que el Derecho estatuido se base en hechos, (III) que estos hechos puedan establecerse 
con el menor margen posible de error y que sean practicables, y (IV) que tal Derecho no esté expuesto 
a cambios frecuentes37.     
 
En la Hermenéutica Jurídica, siguiendo la tesis de Ronald Dworkin, el jurista logra dar una 
explicación completa del Derecho al ponerse en la misma posición de los participantes, y al 
comprometerse a la reconstrucción del Derecho considerando una interpretación de los valores 
incorporados en el mismo. Se le exige al jurista observar el material jurídico bruto con una actitud 
protestante, partiendo del supuesto de que “la empresa teórica aparece principalmente como una 
empresa interpretativa porque la naturaleza interpretativa intrínseca de la praxis jurídica hace 
imposible, a diferencia de lo que sostiene Hart entre otros, tratar los valores como si fueran 
hechos”38.  
 
                                                          
36 Ibíd. Pág. 38.  
37 Ibíd. Pág. 46.  
38 SCHIAVELLO, Aldo. Derecho, interpretación y autoridad. En: CANALE, Damiano y TUZET, Giovanni. Derecho, 
Interpretación y Convencionalismo. Bogotá: Universidad Libre, 2014. Pág. 118.  
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Partiendo de estas tesis hermenéuticas y iusfilosóficas es posible relacionar teóricamente estos 
conocimientos con el problema jurídico y el objeto de esta investigación, en la solución teórico-
práctica de la pregunta formulada.   
  
Desde la Gnoseología, el Subjetivismo es una postura filosófica del problema gnoseológico de 
la posibilidad del conocimiento, y una solución pre-metafísica del problema gnoseológico de la 
esencia del conocimiento. En la primera categoría, el Subjetivismo, clasificado en individual y 
general, limita la validez de la verdad al sujeto que conoce y juzga; para el subjetivismo general hay 
verdades “supraindividuales”, pero no verdades universales válidas. En la segunda categoría, el 
Subjetivismo pretende fundamentar el conocimiento humano en el “sujeto trascendente”, que aparece 
representado como el punto del cual está suspendida la verdad del conocimiento humano39.              
 
Según los planteamientos iusfilosóficos anteriores, se puede afirmar que “el subjetivismo y el 
relativismo juzgan que no hay ninguna verdad universalmente válida; pero también en esto hay una 
contradicción. Una verdad que no sea universalmente válida representa un sinsentido. La validez 
universal de la verdad está fundada en la esencia de la misma. La verdad significa la concordancia 
del juicio con la realidad objetiva”40. Por lo tanto, al negar la verdad criticando la universalidad de 
su validez, tanto el subjetivismo como el objetivismo son versiones retóricamente equivalentes del 
escepticismo. 
 
A la pregunta propuesta inicialmente, sobre la materialización de la responsabilidad 
internacional de los sujetos de las obligaciones marítimas en el sistema jurídico de Arresto de Buques, 
el resultado de esta investigación responde de manera positiva, por cuanto la aprehensión material de 
este bien mueble corporal identifica sin equívocos al responsable directo de la obligación frente a los 
acreedores o el Estado; o en su defecto, este vehículo de la navegación garantiza, como objeto 
susceptible de valoración económica, la ejecución coercitiva de la obligación marítima, en el ejercicio 
calificado e independiente de la Competencia Judicial Internacional.  
 
                                                          
39 HESSEN, Johannes. Op. cit. Pág. 32 y ss.   
40 Ibíd. Pág. 34.  
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El Arresto de Buques no debe confundirse desinteresadamente con la “Presa Naval”, figura 
propia del Derecho Internacional Público en la Guerra Marítima, donde se permite legalmente la 
apropiación de los buques enemigos. Sin embargo, en los dos casos la jurisdicción competente 
responsabiliza a los sujetos del Derecho Internacional a través de instrumentos físicos e impositivos 
de poder, con la aspiración idealizable de proteger los intereses de la humanidad y garantizar la paz y 
la prosperidad general. 
 
En una instrumentalización de la Filosofía del Derecho, utilizando el estudio de los valores 
presentado por la Gnoseología, la Axiología, la Fenomenología y el Relativismo Radbruchiano,  en 
un marco de legalidad propio de un estructuralismo normativo sistémico, se puede deducir 
argumentativamente que, en el caso particular, “un objeto material determina a un sujeto individual 
en términos de responsabilidad”, en ejercicio de una práctica razonada y sinalagmática de relaciones 
económicas intersubjetivas.  
 
La Contratación Marítima Internacional sólo es un efecto del devenir jurídico.   
 
Conclusiones 
 
Los programas políticos contemporáneos, evaluados con habitual censura en la segunda década 
del siglo XXI, admiten deliberadamente y sin oposición la filosofía jurídica del Estado de Derecho 
Neoconstitucional, que expresa con elocuencia la relación de contingencia e imputación de conductas 
positivas con disposiciones normativas heterónomas y condescendientes. Las nuevas directrices 
hermenéuticas se orientan por la alteridad propia de una justicia social.  
 
Los pensamientos progresistas modernos, exigentes e intolerantes para su posición incipiente, 
que exponen sin mensura los múltiples y gravosos perjuicios culturales e inmateriales ocasionados a 
las prácticas autóctonas propias de su regionalismo, demuestran con temeridad el carácter      
antiformalista y contrahegemónico de su juicio, en contra de los procesos emancipadores de la 
globalización que integran la soberanía de las naciones en una sociedad internacional ambivalente. 
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En el actual Derecho Internacional, sin distinción a su clasificación clásica entre Público o 
Privado, los Sujetos responden voluntaria o coercitivamente ante las instituciones jurídicas 
internacionales por su volátil comportamiento circunspecto, contingente o accidental en la apropiación 
auto determinante de infalibles vínculos obligacionales derivados de las relaciones comunicativas 
cooperativas. El ejercicio de controles ulteriores es motivado por prácticas indirectamente contrarias 
a un orden constitucional o convencional. 
 
En el sistema jurídico de Contratación Marítima Internacional, los sujetos involucrados 
espontáneamente tienen vocación de contravenir sus compromisos o transgredir culposamente los 
intereses extranjeros; por ello, la jurisdicción internacional, en su calificación estricta de competencia, 
ha logrado aplicar útilmente la institución del Arresto de Buques como medida preventiva y cautelar 
en la ejecución de los créditos marítimos, garantizando impersonalmente la convención plurilateral.  
 
La aprehensión material del vehículo de la navegación, como decisión coactiva jurisdiccional, 
responde a una categoría inteligible de la Filosofía del Derecho: la determinación material de un sujeto 
a través de un objeto en un proceso racional de adecuación típica de responsabilidad dentro de la 
estructura del ordenamiento jurídico positivo.  
 
La idea del Derecho, como categoría valorativa de análisis, se representa universalmente válida 
a través de la función performática del lenguaje jurídico  y del valor veritativo de las proposiciones 
prescriptivas en la intransigente realidad.          
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